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ESCUELA JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA
LISTA DE CHEQUEO – ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA DICTAR SENTENCIA ANTICIPADA 

DISPOSICIONES A APLICAR 

Artículo 38 L. 2080 de 2021 (Parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA)
Artículo 42 L. 2080 de 2021 (adiciona 182A al CPACA)

Elaborada por: Bertolt Rivera
Fecha:   5 de septiembre de 2021
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho.
Demandante: María Pérez
Demandado: La Nación – Rama Judicial- Dirección Ejecutiva de Administración Judicial


	VERIFICACIÓN DE REGLAS PROCESALES PARA EMISIÓN DE SENTENCIA ANTICIPADA

Verifique que el término de traslado de la demanda se encuentra vencido y que no hay excepciones previas que resolver o no se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. SE ENCUENTRAN VERIFICADAS Y SATIFECHAS.

(Arts. 172, 175, 199 del CPACA)


Nota: para posibilitar que se pueda proferir sentencia anticipada, es necesario agotar de manera previa varios trámites dispuestos en el artículo 182A, esto es, las medidas que se señalan a continuación. 

	1. SENTENCIA ANTICIPADA ANTES DE LA AUDIENCIA INICIAL 

 (Numeral 1° del artículo 182A del CPACA)


a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  


b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  


d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.X



Cuando se verifique que procede la sentencia anticipada por alguno de los casos antes descritos, el juez o magistrado ponente debe: 

· Proferir auto donde debe pronunciarse sobre las pruebas cuando a ello hubiere lugar, aplicando el artículo 173 del CGP. 
· En la misma providencia debe fijar el litigio u objeto de la controversia. APLICABLE AL CASO.

En firme las decisiones antes señaladas, se debe: 

· Correr traslado para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 del CPACA, y, APLICABLE AL CASO

· En la providencia que así lo ordene, se debe indicar la razón, o razones, por la cual se dictará sentencia anticipada, la cual se expedirá por escrito posteriormente.  

· Luego de desarrollar el trámite anterior, no obstante estar cumplido los presupuestos para dictar sentencia anticipada con base en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 del CPACA.

Nota: 
El traslado para alegar puede disponerse en una providencia posterior y diferente de la que se pronuncia sobre las pruebas y fija el litigio, o también puede decretarse en esta última, ordenándole a la respectiva Secretaría que una vez en firme el pronunciamiento sobre las pruebas y la fijación del litigio, porque no se presentaron recursos, sin necesidad de una nueva providencia, corra a las partes el respectivo traslado para alegar. (Ver providencia de la Sección Segunda – subsección B del Consejo de Estado. Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez. veintiuno (21) de junio de dos mil veintiuno (2021). Referencia del expediente: 11001032500020180079100 (3026-2018). 

	2. SENTENCIA ANTICIPADA EN CUALQUIER ESTADO DEL PROCESO, CUANDO LAS PARTES O SUS APODERADOS DE COMÚN ACUERDO LO SOLICITEN, SEA POR INICIATIVA PROPIA O POR SUGERENCIA DEL JUEZ 

(Numeral 2° del artículo 182A del CPACA)


Analizar las siguientes situaciones y proferir las decisiones que corresponde así: 

a. Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse conjuntamente con estos;

b. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella y, surtido el traslado para alegar, se proferirá sentencia oral o escrita;

c. Si la solicitud se hace por escrito, las partes podrán allegar con la petición de emisión de sentencia anticipada, sus alegatos de conclusión, de lo cual, se dará traslado por diez días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes, a través de providencia escrita en la que se acepte la petición proveniente de las partes de proferir sentencia anticipada;

d. Con la aceptación de esta petición por parte del juzgador, se entenderán desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver; y

e. El juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión




	3. EN CUALQUIER ESTADO DEL PROCESO, CUANDO EL JUZGADOR ENCUENTRE PROBADA LA COSA JUZGADA, LA CADUCIDAD, LA TRANSACCIÓN, LA CONCILIACIÓN, LA FALTA MANIFIESTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA Y LA PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA

(Numeral 3° del artículo 182A del CPACA)

En estos eventos se debe proceder de la siguiente manera: 

a. Se correrá traslado para alegar, y en la providencia que así lo ordene, el juzgador precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará; y

b. Escuchados o revisados los alegatos se proferirá sentencia anticipada, pero también se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia de manera anticipada, y, en consecuencia, se continuará el trámite normal del proceso.

Nota: en el caso de la transacción, enlistada en el tercer evento en el que se puede dictar sentencia anticipada, se procederá en la manera que a continuación se describe. 

	4. EN CASO DE ALLANAMIENTO O TRANSACCIÓN 

(Numeral 4° del artículo 182A del CPACA)

En estos casos, el trámite será el siguiente: 

a. Se dictará sentencia anticipada de manera inmediata, en aplicación del artículo 176 del CPACA; pero

b. El juzgador podrá rechazar el allanamiento o la transacción, y decretar pruebas de oficio, cuando advierta fraude o colusión o lo pida un tercero que intervenga en el proceso, también en aplicación del artículo 176 del CPACA; y

c. Cumplido lo anterior, el juzgador podrá proferir sentencia anticipada inmediatamente -si ha desaparecido la sospecha de fraude o colusión-, o continuará el trámite normal del proceso.











JUZGADO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA

Tunja, Septiembre 5 de dos mil veintiuno (2021)

Medio de Control		: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
[bookmark: _Hlk68573619]Radicación No.		: 150013333011-2019012234-00
Demandante			: María Pérez
Demandado	: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL

I. ESTADO PROCESAL.

Revisado el proceso se observa que:
a. La Entidad accionada contestó la demanda dentro del término de traslado respectivo y propuso las siguientes excepciones: COBRO DE LO NO DEBIDO e INNOMINDADA (fls. 70 a 72).

b. De las excepciones propuestas se corrió traslado (fl. 80), sin que se efectuara pronunciamiento alguno, por lo que, en este momento procesal, el Despacho debería resolver las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, sin embargo, los medios exceptivos propuestos únicamente son de fondo y en tal sentido, no hay lugar a resolverlos en este momento procesal.


c. De conformidad con lo normado por el artículo 180 del C.P.A.C.A. sería del caso fijar fecha para la realización de Audiencia Inicial, no obstante, en atención a lo dispuesto por el numeral 1° del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011[footnoteRef:1], el Juzgado advierte que se encuentran cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada, específicamente los indicados en el literal d) de dicha norma. [1:  Norma adicionada a la Ley 1437 de 2011, por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021.] 


Pues bien, teniendo en cuenta lo antes expuesto y en cumplimiento de lo ordenado en el artículo 182A del C.P.A.C.A., el Despacho procederá a pronunciarse sobre las pruebas y a fijar el litigio, así:

II. EN CUANTO A LAS PRUEBAS

En este punto, es claro que las partes solicitan tener como pruebas las aportadas con la demanda (fls. 10, 11 y 72 vto.). 

Por otra parte, aunque la accionada pide que se requiera a la demandada para que allegue copia del expediente administrativo, dicha Entidad en su escrito de contestación señala que, la documental aportada con el libelo introductorio corresponde a los antecedentes administrativos, por lo que, no hay lugar a aportarlos nuevamente. 

Así las cosas, el Despacho considera que las pruebas aportadas son suficientes para emitir un pronunciamiento de fondo, razón por la cual: *Le dará valor probatorio a las aportadas con la demanda; **No accederá a la solicitud probatoria elevada por la parte actora consistente en que se aporte copia del expediente administrativo, pues conforme a lo manifestado por la Entidad accionada dicha documental ya obra en las diligencias, por lo que, no resultaría útil requerirla; y,  ***no decretará ninguna prueba de oficio.

III. FIJACIÓN DEL LITIGIO

a. En primer lugar, se establecen las pretensiones de la demanda:

“A. DECLARATIVAS 
PRIMERA: Declarar la Nulidad del siguiente acto administrativo, mediante el cual la entidad pública demandada negó el reconocimiento liquidación y pago de la bonificación judicial como factor salarial: 
• DESAJTUO17 - 2906 del 10 de Noviembre de 2017 con el que se negaron los derechos prestacionales reclamados por MARIA PEREZ.
SEGUNDA: Que se declare la ocurrencia del acto ficto, producto del silencio administrativo negativo que se originó como consecuencia de la omisión de la entidad pública accionada en resolver el recurso de apelación interpuesto en contra del acto administrativo que resolvió las peticiones, toda vez que a la fecha de presentación de la demanda aún no han sido resueltos, pese a que el mismo fue concedido mediante la siguiente resolución: 
• Resolución No. 3472 del 29 de Diciembre de 2017, con la que se concedió el recurso de apelación interpuesto en contra de la decisión que negó el derecho prestacional reclamado por MARIA PEREZ.
TERCERA: Que se declare la nulidad del acto ficto negativo que en los términos del artículo 86 del C.P.A.C.A., nació a la vida jurídica como consecuencia de la omisión de la administración en resolver los recursos de apelación presentados en oportunidad.
B. DE CONDENA 
PRIMERA: Ordenar la inaplicación por inconstitucional de la expresión "constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al sistema general de pensiones y al sistema general de seguridad social en salud" contenida en el artículo 1° del Decreto 383 de 2013, igualmente inaplicar las expresiones " y constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al sistema general de pensiones y al sistema general de seguridad social en salud," contenidas en el artículo primero de cada uno de los Decretos que modificaron el Decreto 383 de 2013 y por los años en que el Gobierno Nacional demoró cancelando la Bonificación Judicial y los que con posterioridad emitió en el mismo sentido.
SEGUNDA: Como consecuencia de las anteriores declaraciones y a título de Restablecimiento del Derecho, se ordene a LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL DE BOYACÁ, tener como factor salarial para todos los efectos legales, la bonificación judicial creada por el artículo 1° del Decreto 383 de 2013. 
TERCERA: Ordenar la reliquidación y pago a la demandante: MARIA PEREZ, de manera retroactiva de las cesantías y demás prestaciones sociales y emolumentos devengados incluyendo la bonificación judicial como factor salarial a partir del 31 de octubre de 2014 y hasta cuando la demandante las haya causado de tal manera que la misma también sea considerada hacia el futuro como factor salarial al momento de liquidar sus prestaciones sociales. 
CUARTA: Ordenar a la entidad pública accionada que las cantidades líquidas de dinero a que sea condenada a pagar a favor de la demandante, sean actualizadas mes a mes aplicando la variación del I.P.C. certificado por el DANE de conformidad con lo dispuesto por el artículo 178 del C.P.A.C.A. 
QUINTA: Se condene a la entidad pública accionada a efectuar sobre las cantidades liquidas de dinero reconocidas a la demandante, la respectiva indexación hasta que el pago se haga efectivo. 
SEXTA: Ordenar que la entidad pública accionada pague los intereses devengados, en los términos previstos en el artículo 192 del C.P.A.C.A. SEPTIMA: Condenar a la entidad pública accionada al pago de las costas y agencias en derecho que se causen con la presentación y trámite de la demanda.” (fls. 2 y 3 del ítem. 01).

b. En segundo lugar, se señalan las siguientes situaciones fácticas respecto de las que no se hace necesario el debate probatorio pues ya están acreditadas en el proceso:

1. La señora MARIA PEREZ  ha trabajado en la Rama Judicial desde antes de la entrada en vigencia del Decreto 383 de 2013 (folios 24 del ítem. 01). 
2. La accionante, elevó derecho de petición de fecha 31 de octubre de 2017 ante la DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL DE TUNJA, solicitando la reliquidación de todas sus prestaciones causadas a partir del 1° de enero de 2013, con la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial (fls. 15 a 16 del ítem. 01).
3. Mediante Oficio No. DESAJTUO17-2906 del 10 de noviembre de 2017, proferido por la DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL DE TUNJA, se dio respuesta negativa a la solicitud a la que refiere el numeral anterior (fls. 18 y 19 del ítem. 01).
4. Contra el antes citado acto administrativo se interpuso recurso de apelación (fls. 21 y 22 del ítem. 01), concediéndose a través de la Resolución No. 3472 del 29 de diciembre de 2017 y ordenándose su envío al superior jerárquico (fl. 23).  

Por otra parte, existe divergencia en la forma de interpretación de la ley 4 de 1992 y del artículo 1 del decreto 383 de 2013.

C. En tercer lugar, se establecen las tesis de las partes:

Para fundamentar las pretensiones el Mandatario Judicial de la parte actora que, los actos acusados desconocen los artículos 2, 13, 27, 53 y 150 de la Constitución Política, las Leyes 54 de 1962 y 4ª de 1992, así como, el artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo y el artículo 42 del Decreto 1042 de 1973, pues si bien es cierto que el Decreto 383 de 2013 creó una bonificación que constituiría factor salarial únicamente para la base de cotización al sistema general de pensiones y al sistema de seguridad social en salud, ello contraría lo dispuesto en la Constitución, el Régimen salarial y prestacional de la Rama Judicial y  los principios aplicables en materia laboral, pues en ningún caso pueden desmejorarse los salarios y prestaciones sociales, máxime cuando en el presente caso el demandante ha sido beneficiario de la bonificación judicial, devengándola mensualmente en contraprestación del trabajo que realizado, por lo que es constitutiva de salario (fls. 5 a 8 del ítem 01).

Por su parte el  Mandatario Judicial del Ente accionado luego de citar las disposiciones legales que regulan lo concerniente al régimen salarial y prestacional que cobijan a la Rama Judicial, indica que el Gobierno Nacional es el único facultado para tomar determinaciones frente a dichas asignaciones, por lo que, en el presente caso no puede perderse de vista que el Decreto 383 de 2013, estableció que la bonificación es factor salarial únicamente para efectos de constituir la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. En tal sentido, concluye que la administración judicial ha venido aplicando correctamente el contenido de las citadas prescripciones legales por lo que no resulta procedente acceder a las pretensiones de la demanda (fls. 70 a 72 del ítem. 01).

d.  Finalmente se fija el problema jurídico a resolver:

¿Es nulo el acto administrativo que niega el reconocimiento y pago de las diferencias salariales y prestacionales que presuntamente se causaron por la Ley 4ª. de 1992 y el artículo 1° del decreto 383 de 2013, que creó para los funcionarios judiciales la bonificación judicial? 

IV. RESUELVE.

En consecuencia, el Juzgado dispone:  

[bookmark: _Hlk68509629]PRIMERO:  DECLARAR que se encuentran cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada señalados en el literal d) del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011.

[bookmark: _Hlk68509636]SEGUNDO: DECRETAR COMO PRUEBAS dentro del presente proceso, las siguientes:

· A FAVOR DE LA PARTE ACTORA: Con el valor probatorio que la ley le confiere y por cumplir con los requisitos previstos por el artículo 247 del C.G.P., aplicable por remisión del artículo 211 de la Ley 1437 de 2011, se tienen como pruebas de carácter documental las allegadas por la parte actora que obran a folios 15 a 35 del expediente digitalizado.

· LA ENTIDAD DEMANDADA: Sin pruebas por decretar como quiera que únicamente solicitó se le diera valor probatorio a las aportadas por la parte demandante.

CUARTO: RECHAZAR LA SOLICITUD PROBATORIA elevada por la parte actora y consistente en requerir el expediente administrativo, por las razones anteriormente expuestas. 

QUINTO: FIJAR EL LITIGIO en los términos indicados en la parte considerativa de la presente providencia.
[bookmark: _Hlk68509667]SEXTO: Ejecutoriada la presente providencia, REGRESAR las diligencias al Despacho para resolver lo que en derecho corresponda.
Notifíquese y Cúmplase. 



DIEGO MAURICIO HIGUERA JIMENEZ
Juez
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